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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA CONSEJERA BEATRIZ EUGENIA 
GALINDO CENTENO EN RELACIÓN AL "PROYECTO DE RESOLUCIÓN DEL 
CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL, RESPECTO DEL 
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR ORDINARIO CON NÚMERO DE EXPEDIENTE 
SCG/Q/CG/108/2013, INICIADO DE OFICIO POR ESTA AUTORIDAD, POR LA 
PROBABLE VIOLACIÓN A LA NORMATIVA ELECTORAL A CARGO DEL PARTIDO 
POlÍTICO MOVIMIENTO CIUDADANO, ANTES CONVERGENCIA Y OTROS, CON 
MOTIVO DEL PROCEDIMIENTO OFICIOSO INICIADO POR ESTA AUTORIDAD EN 
CONTRA DEL ENTONCES PARTIDO POLÍTICO CONVERGENCIA POR PRESUNTAS 
VIOLACIONES A LA LEY ELECTORAL RELATIVA AL PADRÓN ELECTORAL Y LA 
LISTA NOMINAL DE ELECTORES". 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 26, párrafo 6, del Reglamento de Sesiones 

del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, formulo este voto 

concurrente en función de lo siguiente. 

En la sesión extraordinaria del Consejo General, celebrada el 19 de febrero de 

2016, se aprobó la resolución relativa al procedimiento sancionador ordinario con 

número de expediente SCG/0/CG/108/2013, iniciado de oficio por esta autoridad 

con motivo de la probable violación a la normativa electoral en materia del 

Padrón Electoral y la Lista Nominal Electoral a cargo del partido político 

Movimiento Ciudadano, antes Convergencia, y de diversas personas físicas. 

Por mayoría de los Consejeros y Consejeras del Consejo General de este Instituto, 

se determinó declarar fundado el procedimiento sancionador en contra el partido 

Movimiento Ciudadano, antes Convergencia; de Adán Pérez Utrera, entonces 

representante propietario del citado instituto político ante la Comisión Nacional 
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de Vigilancia del Registro Federal de Electores, así como de Ricardo Mejía Berdeja, 

otrora Secretario de Organización y Acción política del Partido Convergencia. En 

ese sentido, se determinó imponer a cada uno de los sujetos infractores la 

sanción que en cada caso se estimó procedente. 

No obstante que apoyo el sentido de la resolución, la suscrita presento VOTO 

CONCURRENTE por no compartir algunas expresiones que se formulan en la 

misma, así como por no estar de acuerdo en la manera en que se desarrolla el 

apartado relativo a la individualización de la sanción impuesta al ahora Partido 

Movimiento Ciudadano; esto es, se comparte el monto de la sanción económica 

que se le impone, pero no la forma en que se llega al mismo. 

En principio, en mi concepto la conducta infractora en que incurrió el Partido 

Convergencia y las personas físicas señaladas, que en el presente caso se sanciona 

al haber quedado plenamente acreditada, es la consistente en la falta de cuidado 

y omisión de salvaguardar debidamente el manejo, resguardo y custodia de los 

datos que proporcionan los ciudadanos al Registro Federal de Electores para la 

conformación del Padrón Electoral y la Lista Nominal de Electores, lo que generó 

un uso indebido del Padrón Electoral, materializado en el hecho de que esa 

información estuvo indebidamente disponible vía internet. De ahí que no sea 

correcta la fijación de la litis que se hace en la resolución, porque se dice que la 

conducta que se le atribuye al partido denunciado y demás sujetos involucrados, 



3

es el supuesto uso indebido de la base de datos del citado instrumento electoral, 

lo que es inexacto. 

En este apartado estimo conveniente precisar que para mí, no era indispensable 

que durante el procedimiento se requiriera al partido infractor para que 

manifestara si obraban en su poder los 43 discos que contenían la información 

del Padrón Electoral con corte al 31 de octubre de 2010, pues ello resultaba 

irrelevante, ya que lo realmente importante en el caso que nos ocupa, es que 

quedó plenamente acreditado que la información que en su oportunidad le fue 

entregada al instituto político denunciado, es la misma que estuvo disponible (de 

manera indebida) en internet años después, sin que se tenga conocimiento de 

quién o quiénes fueron los responsables de este último hecho, de lo cual no se 

está fincando responsabilidad ni al partido ni a las personas físicas que también 

tuvieron en su poder dicha información. Entonces, aun cuando el partido 

denunciado, incluso, hubiera presentado los discos durante la instrucción del 

procedimiento sancionador, tal circunstancia no hubiera resultado suficiente 

para eximirlo de responsabilidad respecto a la falta de cuidado. 

Por otra parte, tampoco se comparten algunas aseveraciones que se hacen en la 

resolución. Se afirma, por ejemplo: Es decir, el indebido resguardo y protección 

de la información contenida en los cuarenta y tres discos compactos que le fueron 

proporcionados al entonces partido político Convergencia (padrón electoraiL por 

parte de quienes tuvieron en sus manos esa información, si bien es calificada por 
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esta autoridad como una conducta culposa de carácter omisiva, también lo es que 

la falta de probidad, cuidado y salvaguarda mostrada, trascendió de manera tal, 

que llegó al extremo de exponer libremente los datos contenidos en esa base de 

datos, en franca violación a las disposiciones constitucionales y legales citadas; lo 

anterior, si se toma en consideración que al fecha en que se emite el presente 

fallo, se desconoce el destino cierto y final que el partido político dio al 

mencionado material electoral. 

Desde mi punto de vista, no se actualiza la aducida falta de probidad por parte 

del partido Movimiento Ciudadano, entonces Convergencia, porque si se toma en 

cuenta que "probidad" se traduce en honradez, actuar como es debido, es 

inadecuado hacer esa aseveración, pues en ningún momento se ha dicho por este 

Consejo que el partido denunciado tuvo intención de omitir el cuidado y 

salvaguarda de la información, o dicho de otra manera, que haya tenido una 

intención distinta o más allá que la de efectuar esas actividades propias de sus 

atribuciones; de ahí que no sea correcto sostener que el partido actuó con falta 

de probidad. 

Asimismo, se está en desacuerdo con las expresiones consistentes en que se 

transgredieron los derechos humanos de millones de mexicanos, y que la 

conducta infractora minó la credibilidad de este Instituto frente al manejo y 

resguardo de la información que la ciudadanía le confió para la integración del 

Padrón Electoral. En mi concepto, lo que se produjo fue un grave riesgo para los 
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ciudadanos que se encontraban registrados en el Padrón Electoral, en razón de 

que sus datos personales estuvieron a disposición de cualquier persona que 

consultara la página de internet www.buscardatos.com. De ahí que pueda 

afirmarse que la falta de cuidado y omisión de resguardar la información que 

conforma el Padrón Electoral, por parte de los sujetos infractores, pudo generar 

un daño trascendental al derecho de la identidad y otros derechos de tales 

ciudadanos, porque toda vez que datos personales como el domicilio estuvieron 

disponibles vía internet, cualquier persona pudo tener acceso a ellos; 

circunstancia que, incluso, pudo causar una merma a la imagen o credibilidad que 

la ciudadanía tiene en este Instituto, sobre todo cuando le proporciona sus datos 

a través del Registro Federal de Electores. 

En relación con la forma en que se individualiza la sanción que se impone al otrora 

partido Convergencia, me permito hacer las siguientes consideraciones, con la 

precisión de que comparto el monto de la misma, equivalente a la cantidad de 

$76'295,974.05 (Setenta y seis millones doscientos noventa y cinco mil 

novecientos setenta y cuatro pesos 05/100 M.N.) no así la manera en que se llega 

a ella. 

En primer lugar, debe señalarse que en el Código Federal de Institucionales y 

Procedimientos Electorales, legislación aplicable en el presente asunto, por ser la 

que se encontraba vigente al momento en que acontecieron los hechos, se 

confiere a la autoridad electoral arbitrio para elegir, dentro del catálogo de 
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correctivos aplicables, aquel que se ajuste a la conducta desplegada por el sujeto 

infractor, y que a su vez, sea bastante y suficiente para prevenir que cualquier 

otra persona (en la especie, un partido político) realicen una falta similar. 

Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe tener como una 

de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, tendente a disuadir la posible 

comisión de infracciones análogas en el futuro, no menos cierto es que en cada 

caso, debe ponerse particular atención en las circunstancias objetivas de modo, 

tiempo y lugar, así como en las condiciones subjetivas en que ocurrieron las 

conductas infractoras, a efecto de que las sanciones que se impongan no resulten 

inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o irracionales, o por el 

contrario, insignificantes o irrisorias frente a la gravedad de la conducta que se 

sanciona. 

En el artículo 354, párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, se establece el catálogo de sanciones que resultan 

aplicables a los partidos políticos por la comisión de infracciones a la normativa 

electoral. 

Artículo 354 

Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán sancionadas conforme 

a lo siguiente: 

Respecto de los partidos políticos: 
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Con amonestación pública; 

Con multa de hasta diez mil días de salario mínimo general vigente para el Distrito 

Federal, según la gravedad de la falta. En los casos de infracción a lo dispuesto en 

materia de topes a los gastos de campaña, o a los límites aplicables en materia de 

donativos o aportaciones de simpatizantes, o de los candidatos para sus propias 

campañas, con un tanto igual al del monto ejercido en exceso. En caso de 

reincidencia, la sanción será de hasta el doble de lo anterior; 

Según la gravedad de la falta, con la reducción de hasta el cincuenta por ciento 

de las ministraciones del financiamiento público que les corresponda, por el 

periodo que señale la resolución; 

Con la interrupción de la transmisión de la propaganda política o electoral que se 

transmita, dentro del tiempo que le sea asignado por el Instituto, en violación de 

las disposiciones de este Código; 

La violación a lo dispuesto en el inciso p) del párrafo 1 del artículo 38 de este 

Código se sancionará con multa; durante las precampañas y campañas 

electorales, en caso de reincidencia, se podrá sancionar con la suspensión parcial 

de las prerrogativas previstas en los artículos 56 y 71 de este ordenamiento; y 

En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de la Constitución y de 

este Código, especialmente en cuanto a sus obligaciones en materia de origen y 

destino de sus recursos, con la cancelación de su registro como partido político. 

Ahora bien, cabe recordar que la gravedad de la falta cometida por el entonces 

Partido Convergencia, ha sido calificada en el apartado correspondiente de la 
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resolución, como de gravedad especial conforme a los elementos objetivos que 

obran en el expediente que se resuelve, los cuales han quedado descritos 

puntualmente y que para mejor precisión, se resumen a continuación: 

Se investigó y quedó acreditado que el partido Movimiento Ciudadano, otrora 

Convergencia, contravino lo dispuesto en los artículos 1Q y 6Q de la CPEUM; 38, 

numeral 1, incisos a) y uL en relación con los preceptos 171, párrafos 3 y 4; 192, 

numeral 2; 342, numeral 1, incisos a) y nL párrafo 1, inciso dL del COFIPE, al 

incurrir en una falta de cuidado y omisión de garantizar debidamente el manejo, 

resguardo y custodia de los datos que proporcionan los ciudadanos al Registro 

Federal de Electores, para la conformación del Padrón Electoral y la Lista Nominal 

de Electores, lo que generó un uso indebido del padrón electoral, materializado 

en el hecho de que esa información estuvo indebidamente disponible vía 

internet. 

Por lo que hace al bien jurídico tutelado, tal como lo señalé en párrafos 

precedentes del presente documento, la conducta infractora en que incurrió el 

partido denunciado, produjo un grave riesgo para los ciudadanos que se 

encontraban registrados en el Padrón Electoral, en razón de que sus datos 

personales estuvieron a disposición de cualquier persona que consultara la 

página de internet www.buscardatos.com. De ahí que pueda afirmarse que la 

falta de cuidado y omisión de resguardar la información que conforma el Padrón 

Electoral, por parte de los sujetos infractores, pudo generar un daño 

trascendental al derecho de la identidad y otros derechos de tales ciudadanos, 
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porque toda vez que datos personales como el domicilio estuvieron disponibles 

vía internet, cualquier persona pudo tener acceso a los mismos. 

No obstante, como se sostiene en la resolución, la acreditación de la infracción 

descrita, no implicó en forma alguna, la presencia de una pluralidad de 

infracciones o de faltas administrativas, toda vez que la falta de cuidado y la 

omisión de salvaguardar y garantizar debidamente el manejo, resguardo y 

custodia de los datos personales que integran el Padrón Electoral, sólo actualiza 

una infracción. 

Si bien la conducta infractora imputada al partido político de referencia, consiste 

en la omisión de tener cuidado y de garantizar debidamente el manejo, resguardo 

y custodia de los datos que conforman el Padrón Electoral, lo cierto es que no 

puede considerarse que existió una vulneración sistemática de la normativa 

constitucional y legal en materia electoral, pues si bien queda acreditado que esa 

falta de cuidado generó un uso indebido de la información al quedar ésta 

expuesta a cualquier extraño, vía internet, lo cierto es que ello no constituye una 

vulneración sistemática o reiterada de la legislación electoral. 

Esta autoridad no cuenta con elementos de valoración de los cuales se pueda 

desprender fehacientemente que existió intención (dolo) por parte del instituto 

político denunciado, de infringir las normas constitucionales y legales en materia 

de resguardo y salvaguarda de la información contenida en el Padrón Electoral; 

en ese sentido, al no demostrarse el elemento del dolo, es viable concluir que se 

está frente a una omisión culposa de la normativa electoral. 
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La conducta infractora se calificó con una gravedad especial tomando en 

consideración las circunstancias particulares del caso que han sido reseñadas en 

los párrafos anteriores, sobre todo, al bien jurídico tutelado contra el cual se 

atentó al vulnerarse las multireferidas normas en materia electoral. 

Aquí es importante destacar que se trata del grado máximo de gravedad que 

puede otorgarse a una falta o infracción normativa cometida por los sujetos 

regulados por la legislación electoral aplicable; es decir, la gravedad especial de 

una conducta trae necesariamente implícita o aparejada la premisa de que dicha 

conducta vulneró en grado extremo la norma. Proporcionalmente a ello, dicha 

conducta (sea una acción o una omisión) debe ser sancionada también de manera 

estricta, puntual, y desde luego, oportuna, pues solo de esa manera puede 

garantizarse en mayor medida el cumplimiento de los propósitos disuasorios de 

una sanción. No obstante, toda sanción administrativa debe fijarse dentro de los 

límites que el legislador ha establecido en materia de sanciones, pues de lo 

contrario, la autoridad sancionadora incurriría en excesos indebidos en su actuar. 

Como ya quedó apuntado, la legislación electoral aplicable otorga a la autoridad 

administrativa facultad discrecional-que no arbitraria- para fijar la sanción que 

estime corresponda a la falta cometida, siempre y cuando para ello se tomen en 

cuenta los elementos objetivos que la rodean. 
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En consecuencia, en pleno ejercicio de esa facultad discrecional y, desde luego, 

dentro del marco fáctico que se conforma con los elementos objetivos en que el 

entonces Partido Convergencia cometió la conducta infractora, es procedente 

conforme a Derecho imponer al citado partido político infractor en el presente 

procedimiento sancionador, la sanción máxima prevista en el artículo 354, 

párrafo 1, inciso a), fracción 111 del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, consistente en la reducción del cincuenta por ciento 

(SO%) de la ministración mensual que le corresponde por concepto de 

financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias para 

el ejercicio 2016, durante un periodo de seis meses, lo que equivale a la cantidad 

total de $76'295,974.05 (Setenta y seis millones doscientos noventa y cinco mil 

novecientos setenta y cuatro pesos 05/100 M.N.) 

El monto anterior deriva de que por acuerdo INE/CG1051/2015, emitido en 

sesión extraordinaria celebrada el dieciséis de diciembre de dos mil quince, el 

Consejo General del Instituto Nacional Electoral asignó al partido Movimiento 

Ciudadano (antes Convergencia) un total de $305'183,896.23 (Trescientos cinco 

millones ciento ochenta y tres mil ochocientos noventa y seis pesos 23/100 M.N.) 

por concepto de financiamiento público para actividades ordinarias permanentes 

en el ejercicio 2016. 

De esa manera, la ministración mensual que correspondería al citado instituto 

político por dicho concepto durante la presente anualidad, asciende a la cantidad 



12

de $2S' 431,991.3S (Veinticinco millones cuatrocientos treinta y un mil 

novecientos noventa y un pesos 3S/100 M.N.). 

Luego, el cincuenta por ciento (SO%) del monto por financiamiento público para 

gastos ordinarios que corresponde al partido infractor mensualmente, equivale a 

$12'71S,99S.68 (Doce millones setecientos quince mil novecientos noventa y 

cinco 68/100 M.N.); cantidad que multiplicada por 6 [meses durante los cuales 

esta autoridad determina debe ser reducido el financiamiento mensual en un 

cincuenta por ciento (SO%)] arroja un total de $76'29S,974.0S (Setenta y seis 

millones doscientos noventa y cinco mil novecientos setenta y cuatro pesos 

OS/100 M.N.) fijados como sanción en la resolución aprobada por la mayoría de 

los integrantes del Consejo General. 

No pasa desapercibido que el artículo 3S4, párrafo 1, inciso a), fracción 111 del 

código en comento, al disponer que procede imponer al partido político infractor 

de que se trate, una sanción consistente en la reducción de hasta el cincuenta por 

ciento de las ministraciones del financiamiento público que le corresponda, no 

especifica el tipo de financiamiento público sobre el cual operará la reducción. Al 

respecto, considero que tal disposición normativa está referida al financiamiento 

público destinado al sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes, 

pues se trata del financiamiento principal, el de mayor entidad que tienen 

derecho a recibir año con año los partidos políticos con registro como parte de 

sus prerrogativas, en comparación con los otros dos tipos de financiamiento: para 
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gastos de campaña y para actividades específicas como entidades de interés 

público (educación y capacitación política, investigación socioeconómica y 

política, así como las tareas editoriales). 

El financiamiento público que debe destinarse a gastos de campaña, forma parte 

de las prerrogativas que corresponden a los partidos políticos lógicamente con 

motivo de un proceso electoral, ya sea ordinario o extraordinario, mientras que 

el financiamiento público para gastos ordinarios permanentes, se determina 

anualmente por el Instituto, con independencia de que haya proceso electoral o 

no; y se entrega a los institutos políticos a través de ministraciones mensuales 

(12) durante el año fiscal que corresponda, conforme al calendario presupuesta! 

que se apruebe también de manera anual. Por su parte, el financiamiento para 

actividades específicas es un financiamiento menor, equivalente sólo al tres por 

ciento (3%) del que corresponda en el mismo año para las actividades ordinarias. 

Con base en lo expuesto, resultaría ilógico siquiera suponer que la porción 

normativa que se comenta, esté referida a un financiamiento público distinto al 

destinado al sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes, pues ello 

equivaldría a sostener equivocadamente, por una parte, que los partidos políticos 

no podrían ser sancionados en aquellos años en que no contaran con 

financiamiento público para gastos de campaña, o bien, que solo pudieran ser 

sancionados con un monto mínimo, deducido de un financiamiento menor como 

lo es el relativo a gastos para actividades específicas. 
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Precisado lo anterior, comparto que la sanción relativa a la reducción en un 

cincuenta por ciento (50%) de las ministraciones mensuales por concepto de 

financiamiento público ordinario por un periodo de 6 meses, es la que resulta 

proporcional, idónea y suficiente para inhibir la comisión futura de faltas 

especialmente graves, similares a la que aquí se analiza. En efecto, dicha sanción 

es la que corresponde imponer al instituto político denunciado, pues como ya se 

indicó, la conducta infractora en que incurrió, trajo consigo un grave riesgo para 

los ciudadanos que se encontraban registrados en el Padrón Electoral, lo que 

consecuentemente pudo generar un daño trascendental al derecho a la identidad 

y otros derechos de dichos ciudadanos, en razón de que sus datos personales 

estuvieron a disposición de cualquier persona que consultara la página de 

internet www.buscardatos.com. 

Si bien la sanción que se impone al Partido Movimiento Ciudadano, antes 

Convergencia, implica que durante un periodo de seis (6) meses únicamente 

recibirá la mitad del financiamiento público ordinario que le corresponde, se 

considera que ello en modo alguno afecta el desarrollo normal de sus actividades, 

ya que puede hacer frente a éstas con el resto del financiamiento que por dicho 

concepto seguirá recibiendo, aunado a que también recibe financiamiento anual 

para el desarrollo de actividades específicas y está legalmente posibilitado para 

recibir financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución General 

y la legislación electoral aplicable. 
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Por otra parte, tal como se sostiene en la resolución aprobada, en el presente 

asunto no es válido calificar como reincidente al Partido Movimiento Ciudadano 

{antes Convergencia) pues en los archivos de este Instituto no obra ningún 

expediente de cuya resolución {que haya quedado firme) se desprenda que fue 

sancionado por faltas iguales a la que en el presente procedimiento se sanciona, 

conforme a las disposiciones contenidas en el Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales o en la Ley General que lo sustituyó. 

Finalmente, también es importante dejar anotado que las sanciones 

contempladas en las fracciones 1 y 11 del artículo 354, párrafo 1, inciso a) del código 

aplicable, no son aptas para satisfacer los propósitos disuasorios de una sanción 

administrativa, atendiendo a las circunstancias particularidades del caso 

concreto, mismas que han quedado precisadas en la resolución y, además, 

reseñadas en este documento. 

Asimismo, las sanciones previstas en las fracciones IV, V y VI del precepto citado, 

tampoco son aplicables al asunto que nos ocupa, dado que están relacionadas 

con supuestos de infracción distintos al que aquí se debe sancionar, como son la 

transmisión de propaganda política o electoral en radio o televisión en violación 

de las disposiciones del Código; violación a la prohibición de abstenerse, en la 

propaganda política o electoral, de cualquier expresión que denigre a las 

instituciones y a los partidos, o que calumnie a las personas, y la tercera, en casos 
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de graves y reiteradas conductas violatorias de la Constitución y del Código, 

especialmente en cuanto a las obligaciones en materia de origen y destino de los 

recursos de los partidos políticos. 

En conclusión, estimo que la individualización de la sanción que se impone al 

partido infractor, debe desarrollarse en los términos en que ha quedado descrito 

y con base en los razonamientos expuestos. 

MTRA. BEATRIZ EUG~N:-;. GALikJO CENTENO 

CONSEJERA ELECTORAL 




